CONTRIBUCIÓN DEL ECUADOR

CUESTIONARIO SOBRE EL DERECHO A UNA VIVIENDA ADECUADA

INFORMACIÓN BÁSICA 

1. Nombre de la persona, organización, institución, organismo o Estado: 

Ministerio de Vivienda del Ecuador (MIDUVI)
2. Tipo de entidad*

☑ Gobierno nacional o ministerio/agencia del gobierno federal

3. Ciudad/Pueblo: 

Quito

4. Estado/Provincia: 

Pichincha

5. País (indique su región o "internacional" si el trabajo de su organización abarca varios países);

Ecuador

DISCRIMINACIÓN EN LA VIVIENDA
7. ¿Qué formas específicas de discriminación legal o de facto y/o qué obstáculos afrontan los siguientes grupos en su país en relación al disfrute en condiciones de igualdad al derecho a una vivienda adecuada? (por favor proporcionar evidencias con ejemplos, estudios, informes e información estadística pertinente):

- Grupos/minorías raciales, de casta, étnicas, religiosas o de otro tipo

- Personas Afrodescendientes o Roma

- Migrantes, extranjeros, refugiados, desplazados internos 

- Mujeres, niños o personas mayores 

- Pueblos indígenas

- Personas con discapacidades 

- Personas LGBTI

- Personas con bajos ingresos, incluidas las que viven en la pobreza 

- Residentes de asentamientos informales; personas sin hogar

- Otros grupos sociales, por favor especificar 

En primer lugar, es importante señalar que, en las instituciones públicas ecuatorianas, para la definición de beneficiarios de los diferentes planes y programas sociales dirigidos a personas en situación de pobreza y vulnerabilidad, se utiliza como requisito fundamental la base del Registro Social, que es un catastro en el que consta información social, económica y demográfica individualizada y a nivel de familias; que permite a las instituciones identificar a sus poblaciones objetivo, para enfocar mejor los esfuerzos hacia los grupos en condiciones de pobreza.

No obstante, los programas de vivienda de interés social 100% subvencionadas, están dirigidos a ciudadanos ecuatorianos en situación de pobreza y vulnerabilidad, y de menores ingresos, según la normativa ecuatoriana; además, existen otras modalidades de vivienda que no son exclusivas para ciudadanos ecuatorianos, y que facilitan el acceso a vivienda digna a ciudadanos extranjeros y a otros grupos poblacionales que se encuentran sobre los umbrales de pobreza y no tienen personas vulnerables en su grupo familiar.

Por otra parte, los pueblos y nacionalidades indígenas, mediante las organizaciones que los representan, han solicitado al MIDUVI, a través de sus oficinas técnicas de prestación de servicios en territorio, ubicadas especialmente en la Amazonía, que se trabaje un modelo o tipología de vivienda específico para los distintos pueblos y nacionalidades indígenas, que esté acorde con la zona geográfica en donde se ubican, de acuerdo con su cosmovisión, hábitos y costumbres de vida; lo cual, debido a criterios técnicos y de acceso al financiamiento por el costo de cada vivienda, no se ha podido ejecutar en la práctica, como parte de los programas de vivienda del Gobierno.

También, vale señalar que la situación de irregularidad en la posesión y tenencia de la tierra, así como la posesión de tierras comunitarias, dificulta la aplicación de planes de vivienda gubernamentales que requieren legalidad y particularidad sobre la tenencia de los predios para la construcción de viviendas de interés social.

8. La discriminación en la vivienda puede afectar a varias dimensiones del derecho a una vivienda adecuada y a otros derechos humanos. ¿Podría dar más detalles sobre las áreas específicas en las que se experimenta discriminación en relación a la vivienda? A continuación, se presentan ejemplos de diversas formas de discriminación que pueden experimentarse en relación a las diferentes dimensiones del derecho a una vivienda adecuada: 

Accesibilidad

- Discriminación en relación con el acceso a la tierra, incluyendo el acceso al agua y los recursos naturales esenciales para la habitabilidad; 

- Discriminación en relación con el alquiler de vivienda o con su adquisición o en el acceso a la vivienda pública o social; 

- El acceso a una vivienda de emergencia y/o de transición después de una catástrofe, un desplazamiento relacionado con un conflicto, o en caso de falta de hogar o violencia intrafamiliar
- La accesibilidad a la vivienda para las personas con discapacidad o las personas mayores, incluido el acceso a vivienda para la vida independiente o a las residencias de ancianos; 

- La recopilación de datos o la exigencia de presentar determinadas certificaciones que den lugar a la exclusión de determinadas personas al acceso a la vivienda; 

Habitabilidad

- La discriminación en relación con las condiciones de la vivienda, como el hacinamiento o el mantenimiento de la misma 

- La exposición a riesgos para la salud dentro de la vivienda, como es la falta de ventilación, calefacción o aislamiento, la exposición al fuego o al riesgo a deslizamientos, el uso de materiales de construcción insalubres u otros tipos de vivienda insalubre contemplada en las Directrices de la OMS sobre vivienda y salud;

- La exposición a otros riesgos que hacen que la vivienda sea inhabitable, incluida la violencia sexual o de género, la interferencia con la privacidad y la inseguridad física en el hogar y el vecindario; 

- La discriminación en relación con permisos para la renovación de la vivienda o la ampliación de la misma;

Asequibilidad

- La discriminación en relación con el acceso a beneficios públicos relacionadas con la vivienda;

- La falta de igualdad en acceso a la vivienda asequible/social; 

- La discriminación en la financiación pública y privada de la vivienda;

- La discriminación relacionada con los costes de la vivienda y servicios, las tasas relacionadas con la vivienda, los litigios o los impuestos;

Seguridad de la tenencia

- La discriminación en relación con la propiedad o la herencia de la vivienda y la tierra y los recursos naturales conexos, incluida el agua, incluso sobre la base de una distinción entre acuerdos de tenencia formales e informales.

- La discriminación en relación con los desalojos, el reasentamiento y la compensación por la pérdida o el daño de la vivienda, la tierra o los medios de subsistencia.

- El trato diferenciado en el registro de tierras o títulos de propiedad, permiso de construcción de viviendas;

Disponibilidad de servicios, materiales, instalaciones e infraestructura 

- La discriminación en relación con el acceso al trabajo, la escolarización, la atención sanitaria o las prestaciones públicas basada en la dirección residencial o relacionada con la falta de una dirección oficial

- Los servicios de transporte público y costes de transporte; 

- Las inequidades en el suministro de agua, saneamiento, energía, recogida de residuos y otros servicios públicos; su calidad o coste, incluidas las interrupciones/cortes de suministro, así como las políticas relativas a la desconexión de los servicios públicos

- Las disparidades espaciales en el acceso a la atención sanitaria, la educación, la atención infantil y las instalaciones culturales y recreativas; 

Ubicación

- La discriminación en relación con la libertad de elección del lugar de residencia dentro del país, dentro de una región o localidad especifico; 

- La discriminación basada en el lugar de residencia o la dirección, como puede ser la exclusión de oportunidades de trabajo o al acceso al crédito;

- La exposición a riesgos medioambientales para la salud, como la calidad del aire exterior, las inundaciones, la exposición a sustancias tóxicas en el suelo; el ruido; el riesgo de deslave, etc.;

- La calidad de vida y la seguridad física en el barrio, incluyendo el impacto de disparidades en relación al comportamiento de la policía y la aplicación de la ley; 

Adecuación cultural

- La discriminación en relación con el reconocimiento de espacios culturalmente adecuados como vivienda, así como el acceso equitativo al espacio público; 

- Las prohibiciones en acceder, mantener o construir viviendas culturalmente adecuadas

- La falta de reconocimiento de las formas móviles de residencia.

Respecto a todos los puntos señalados, es necesario indicar que el Gobierno Nacional, mediante Decreto Ejecutivo N° 11, del 25 de mayo de 2017 dispuso la implementación del “Plan Toda una Vida”, considerando que: “El Plan Toda una Vida constituye un conjunto de programas específicos para garantizar el desarrollo integral de las niñas y niños; mejorar las capacidades y generar mayores oportunidades para las y los jóvenes; alcanzar la inclusión económica y social de las personas con discapacidad; garantizar el derecho a la vivienda para las personas más pobres y vulnerables como medida fundamental de justicia social y para la erradicación de la pobreza extrema; mejorar las capacidades productivas de las personas que reciben el Bono de Desarrollo Humano y el Bono “Joaquín Gallegos Lara”; garantizar mejores condiciones de vida y la integración de los adultos mayores; y erradicar todo tipo de violencia.” 

El Plan Toda una Vida, considerado uno de los programas emblemáticos del Gobierno del Ecuador, apuesta por el fortalecimiento e institucionalización de políticas públicas y servicios que garanticen los derechos de las personas en todo su ciclo de vida, en particular de los grupos de atención prioritaria y en situación de vulnerabilidad, con miras a la eliminación gradual de las desigualdades sociales. Este Plan se vincula estratégicamente con la Agenda Internacional plasmada en los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), de Naciones Unidas. 

Una de las líneas de acción de mayor impacto social del Plan Toda una Vida es la Misión Casa para Todos, cuyo fundamento es promover la construcción de un hábitat seguro y saludable y tiene como objetivo la construcción de soluciones habitacionales de interés social.  La Misión Casa para Todos es un proyecto de intervención integral que configura una propuesta de política pública que va más allá de la construcción de hábitat saludable y de vivienda digna, siendo éste el punto de partida para la mejora de la calidad de vida de las personas y la consecución de su movilidad social ascendente. 

De esta manera se busca reducir las brechas sociales y asegurar el acceso universal a servicios básicos. Contempla –además– el desarrollo familiar y colectivo, promoviendo la corresponsabilidad de la ciudadanía en la construcción de comunidades democráticas, inclusivas, seguras, sostenibles y resilientes. 

Sobre esta base, los proyectos que son parte de la Misión Casa Para Todos, consideran dentro de sus componentes, criterios de accesibilidad, habitabilidad, asequibilidad, disponibilidad de servicios, adecuación cultural; lo cual viene reforzado con una estrategia de fortalecimiento comunitario, que trabaja de manera articulada con cada una de las etapas de la construcción de viviendas, es decir: previo a la construcción (con el análisis socio espacial de los predios), durante la construcción y en la fase de seguimiento, asegurando la participación directa de las familias, lo que garantizará la sostenibilidad del Plan.

El objetivo de esta estrategia es que las familias se conviertan en actores principales de los proyectos habitacionales, potenciando sus capacidades socioeconómicas, fomentando sus posibilidades de inserción socio-espacial, a través de los proyectos habitacionales. Es decir, se modifica la concepción del “beneficiario pasivo” de la política habitacional, transformándolo en el “actor social activo”, protagonista de su propio desarrollo y crecimiento. 

9. ¿Existen leyes, políticas o prácticas actuales en su país, región o ciudad/comunidad que contribuyan a o agraven la discriminación en relación al derecho a una vivienda adecuada? 

En Ecuador, el Gobierno Nacional lleva adelante programas de vivienda de interés social, que buscan atender a personas en situación de pobreza y vulnerabilidad sin discriminación, tomando en cuenta que estos programas de vivienda buscan atender con especial atención a personas con discapacidad y adultos mayores. 

10. ¿Existen exenciones previstas en normativa o política nacional que permiten a (ciertos) proveedores de vivienda públicos, privados o religiosos dar un acceso exclusivo o preferido a la vivienda a miembros de un grupo determinado? Por ejemplo, en función de alguna afiliación, el contrato de trabajo, el servicio público, la edad, la discapacidad, el estado civil, el sexo, el género, la religión, los ingresos u otros criterios. 
La normativa que establece los requisitos de elegibilidad y priorización para acceder a una vivienda de interés social construida por el Estado ecuatoriano según lo dicta el “Reglamento que Regula el Proceso de Selección y Priorización de Beneficiarios de las Viviendas de Interés Social y otros incentivos, entrega y reversión de Vivienda" emitido mediante Acuerdo Ministerial 011-20, en abril del 2020”, establece “Casos de excepción de verificación de registro social”, lo cual significa que el Estado puede atender con una vivienda 100% subvencionada a familias que se encuentren sobre los umbrales de pobreza, si pertenecen a los siguientes grupos: 

1.- Beneficiarios y/o miembros de núcleo familiar con discapacidad grave y muy grave determinado en el Manual de Calificación de Discapacidades; 

2.- Adultos mayores con discapacidad;  

3.- Héroes y heroínas; 

4.- Deportistas destacados; 

5.- Víctimas de violaciones de derechos humanos y lesa humanidad ocurridas en el Ecuador;

6.- Beneficiarios de vivienda declarados en sentencia ejecutoriada por la autoridad judicial competente;

7.- Beneficiarios de reasentamientos por situación de riesgos, emergencia, desastres naturales y/o casos fortuitos;

8.- Ciudadanos afectados por el sismo de 16 de abril de 2016, que fueron calificados por MIDUVI, como beneficiarios de los incentivos o los subsidios de vivienda de interés social que no se les haya entregado y legalizado sus viviendas en las provincias de Esmeraldas y Manabí. 

Cabe señalar que las personas que pertenecen a estos grupos pueden ser incluidas como beneficiarias, es decir, no significa que los proyectos de vivienda del Estado se enfoquen exclusivamente para estos grupos.

11. En caso de que pueda haber un trato diferenciado hacia determinados grupos en relación con la vivienda, por favor explique por qué dicho trato podría ser justificable de acuerdo con las normas internacionales de derechos humanos, por ejemplo, medidas positivas, que beneficien a un grupo específico para superar una discriminación o desventaja sistemática o que qué dicho trato equivaldría a una discriminación.

Las personas con discapacidad y adultos mayores tienen prioridad para el acceso a una vivienda de interés social del Estado, como medida afirmativa dirigida a estos grupos. Por otro lado, las personas que han sido declarados por el Estado ecuatoriano como héroes y heroínas, y como deportistas destacados, también pueden ser incluidos en los planes de vivienda estatales, conforme lo establecen la Ley de Reconocimiento a los Héroes y Heroínas Nacionales y la Ley del Deporte, Educación Física y Recreación.

SEGREGACIÓN SOCIO-ESPACIAL Y RESIDENCIAL

12. ¿Qué formas de segregación socio-espacial basado en la raza, la casta, la etnia, la religión, la nacionalidad, la situación migratoria, el patrimonio, la situación económica/los ingresos u otros motivos sociales se observan en los contextos urbanos y/o urbano-rurales de su país? 

En las ciudades grandes como Quito y Guayaquil se observa un crecimiento urbano desordenado en las periferias de las urbes, compuesto principalmente por migración interna que por su situación de bajos ingresos económicos han tenido que migrar en búsqueda de trabajo para procurar mejorar su calidad de vida. Esto ha hecho que proliferen los asentamientos irregulares urbano-marginales, sin acceso a servicios básicos, en unos casos, o con servicios deficientes en otros casos.

Para atender a estos nuevos asentamientos, los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GADs) y el Gobierno Nacional deben considerar sus inversiones dentro de sus planes, programas y proyectos, una vez que se realice la regularización de los territorios o los barrios, de tal forma que se puedan acercar los servicios públicos. Para que la regularización ocurra, podrían pasar varios años, e incluso décadas que la población asentada en esos sitios viva en condiciones de segregación socio espacial y residencial.

13. ¿Qué impacto tienen estas formas de segregación socio-espacial y residencial en las comunidades afectadas? Señale indicadores como las tasas de pobreza, desempleo y subempleo; las tasas de prevalencia de la malnutrición; las disparidades en el acceso a los servicios e instalaciones (como el acceso a la escolarización, la atención sanitaria u otras prestaciones públicas); las disparidades en el acceso a las infraestructuras (falta y/o mala calidad del suministro de agua, saneamiento, transporte, energía, recogida de residuos y otros servicios públicos); las tasas de exposición a los riesgos ambientales para la salud (mala calidad del aire, inundaciones, exposición a sustancias tóxicas en el suelo, etc.).   

No aplica.

14. ¿Ha habido leyes, políticas o prácticas en la historia reciente a actual de su país, región o ciudad/comunidad que hayan causado o exacerbado la segregación residencial? 

No, no ha ocurrido.

15. En su opinión, ¿qué factores (actuales o históricos) son los principales impulsores de la segregación socio-espacial y residencial en contextos urbanos y urbano-rurales en su país? 

Las ordenanzas que emiten cada uno de los Gobiernos Autónomos Descentralizados, GADs, a nivel nacional.

Las dificultades de toda la población para acceder a una vivienda digna y adecuada, esto provoca que la población busque accesos no regulados de viviendas. Estas viviendas se asientan normalmente en la periferia de las ciudades, y son conocidas como “viviendas informales”.

Los niveles de pobreza ocasionan los asentamientos irregulares en la periferia de las urbes.

16. ¿Existen en su país casos en los que la agrupación socio-espacial y residencial ha sido resultado de una elección voluntaria de residencia por parte de los miembros de determinados grupos? 

Sí, es una manera de expansión de las ciudades en las periferias, a través de la creación de nuevos barrios, conformados por viviendas informales, que no cuentan con todos los servicios básicos.

Comunidades y Nacionalidades indígenas como Tagaeri y Taromenane, denominados pueblos en aislamiento voluntario que habitan en la Amazonía ecuatoriana.

Existen familias en el sector rural del país, que, a causa del terremoto del 16 de abril de 2016, sus viviendas colapsaron. El Estado, para atender estos casos, construyó viviendas en terrenos urbanizados algo distantes de sus propiedades afectadas; sin embargo, las familias se negaban a trasladarse bajo el argumento que se alejaban de su única fuente de sustento (terreno de cultivo y animales domésticos); en otros casos no se adaptaban a su nuevo entorno.

17. La preservación de la identidad cultural, el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas y la protección de otros derechos de las minorías son ejemplos de motivos por los que los grupos pueden elegir vivir separados. ¿Puede comentar cómo se evidencian estas formas de separación socio-espacial/territorial en su país, si estas comunidades son objeto de discriminación y sufren consecuencias adversas de la segregación espacial (por ejemplo, a través de disparidades en el acceso a servicios, infraestructuras, condiciones de vida, etc.)?   

El Gobierno Nacional destinó un territorio exclusivo para el movimiento nómada de estos pueblos, a fin de que preserven su identidad cultural.

Varios pueblos indígenas se encuentran mayoritariamente en poblaciones y comunidades alejadas de las ciudades, donde la mayoría de las viviendas sufre de déficit de servicios.
18. En su opinión, ¿estas formas de separación/agrupación voluntaria observadas son compatibles con la legislación sobre los derechos humanos? (por ejemplo, para proteger los derechos de las minorías o para respetar la libertad de elección de los individuos para decidir con quién vivir juntos). 

19. ¿Existen leyes o políticas que requieren que determinadas personas (y sus familias) residen en una vivienda que se les haya proporcionado o en una zona geográfica determinada (por ejemplo, solicitantes de asilo, migrantes, desplazados internos, refugiados, minorías étnicas, religiosas, lingüísticas o de otro tipo, pueblos indígenas, personas con discapacidad, personal de los servicios públicos y militares)?

No, los proyectos de vivienda albergan a todo tipo de familias, sin discriminación, dando prioridad a personas con discapacidad, las normas estipulan que las viviendas deben tener accesibilidad universal.

20. En su opinión, ¿cuáles son los principales obstáculos para disminuir la segregación socio-espacial, incluida la residencial?  

· Obstáculo social: La dificultad para el acceso a toda la población (nacional y extranjera) al acceso a viviendas dignas y adecuadas, que cuenten con servicios básicos.

· Obstáculo normativo: La falta de campañas agresivas de regulación de barrios a nivel nacional. Falta de políticas públicas que permitan la inclusión a nivel nacional a través de una normativa única emitida por el ente rector de vivienda y de aplicación de los GAD.
· Obstáculo físico que no permite la creación de barrios homogéneos: La gran cantidad de barrios cerrados dentro de las ciudades, entre muros, montañas, quebradas, etc., dificulta la mixidad social; en otros casos, por cuestiones de seguridad los conjuntos habitacionales se auto encierran.  

· No existe cantidad suficiente de predios del Estado urbanizados en los cuales se consolide la población carente de vivienda.

MEDIDAS Y BUENAS PRÁCTICAS PARA FRENAR LA DISCRIMINACIÓN Y REDUCIR LA SEGREGACIÓN

21. ¿Qué leyes, políticas o medidas existen a nivel nacional o local para prevenir o prohibir la discriminación en relación al derecho a una vivienda adecuada?

Mediante Decreto Ejecutivo Nro. 681 de 5 de febrero y su Reforma expedida en Decreto Ejecutivo Nro. 918 de 29 de octubre de 2019, el señor Presidente Constitucional de la República del Ecuador, expide la Reglamento para el acceso a subsidios e incentivos del programa de vivienda de interés social y público en el marco de la Intervención Emblemática “Casa para Todos”.

El Ecuador a través del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, MIDUVI, ha expedido reglamentos alineados a lo que establece la Constitución de la República del Ecuador, en el Art. 30. “Las personas tienen derecho a un hábitat seguro y saludable, y a una vivienda adecuada y digna, con independencia de su situación social y económica.” y el Art. 31. “Las personas tienen derecho al disfrute pleno de la ciudad y de sus espacios públicos, bajo los principios de sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes culturas urbanas y equilibrio entre lo urbano y lo rural. El ejercicio del derecho a la ciudad se basa en la gestión democrática de ésta, en la función social y ambiental de la propiedad y de la ciudad, y en el ejercicio pleno de la ciudadanía.”

El MIDUVI de acuerdo a sus competencias legales, al ser el ente rector en políticas de hábitat y vivienda no ha tenido diferenciación ni discriminación alguna para la entrega de viviendas de carácter social, además de intervenir con Incentivos. 

Por lo tanto, no se ha generado ningún tipo de discriminación para acceder a programas o beneficios, de los diferentes programas habitacionales estatales que se han ejecutado. Sin embargo, las personas interesadas en los programas habitacionales deben cumplir con requisitos establecidos en los diferentes instrumentos legales, para beneficiar a familias en situación de pobreza y vulnerabilidad, así como a las familias de menores ingresos. El cumplimiento de requisitos busca garantizar la aplicación adecuada de la inversión pública a favor de las personas que más lo necesitan.

Adicionalmente, a partir del año 2018 en marco al Programa Casa para Todos, se expidió el Decreto Ejecutivo Nro. 374 de 19 de abril de 2018, que indica en la parte pertinente: “los Ministerios y entidades a cargo de la ejecución de programas sociales y/o subsidios estatales, serán los responsables de definir, aprobar e implementar los umbrales y criterios de elegibilidad y priorización para selección de sus potenciales beneficiarios en el marco del objetivo del programa y/o subsidios estatales”.

Con el Acuerdo Ministerial 011-20 de 02 de abril de 2020, se expide “REGLAMENTO QUE REGULA EL PROCESO DE SELECCIÓN Y PRIORIZACIÓN DE BENEFICIARIOS DE LAS VIVIENDAS DE INTERÉS SOCIAL Y OTROS INCENTIVOS, ENTREGA Y REVERSIONES DE VIVIENDA”, documento con el cual se señala entre otros: Capítulo IV Adopción de líneas y umbrales de pobreza; y en su capítulo VII Requisitos para la conformación de expedientes de viviendas de interés social con subsidio total del estado en terreno propio y urbanizado y para otros incentivos.

22. ¿Ha adoptado su gobierno estatal, regional o local alguna medida positiva, como medidas de acción afirmativa, para reducir la discriminación, la segregación o la desigualdad estructural en relación con la vivienda?  ¿En qué medida han tenido éxito estas iniciativas para abordar la discriminación y la segregación en relación a la vivienda? 

En este sentido esta Cartera de Estado ha implementado criterios de “Elegibilidad , priorización y valoración de beneficiarios, adopción de líneas y umbrales de pobreza” y “Criterios de Priorización” para la entrega de viviendas de interés social, de esta manera integrando a toda la población vulnerables de los cuales se encuentran la población adulta mayor como lo reconoce la Constitución ecuatoriana en el artículo 35 “las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble vulnerabilidad”. 

23. ¿Se han aplicado leyes, políticas o medidas concretas para limitar o reducir la segregación residencial y socio-espacial en relación a la vivienda?  ¿En qué medida estas políticas han planteado problemas de derechos humanos?

Si, el Acuerdo Ministerial 011-20: Reglamento que regula el proceso de selección y priorización de beneficiarios de las viviendas de interés social y otros incentivos, entrega y reversiones de vivienda, en donde se establece criterios de prioridad y selección, con el objeto de priorizar en la entrega de vivienda e incentivos de vivienda, a las familias más vulnerables.
24. ¿Cuál es el papel de los medios de comunicación, así como de otras organizaciones no gubernamentales, de instituciones religiosas y gubernamentales, en el fomento de un clima que reduzca o exacerbe la discriminación en relación con la vivienda y la segregación?

Los medios de comunicación, ONG y otras instituciones han contribuido con la identificación de casos que requieren particular atención por parte del Estado, por tratarse de familias o ciudadanos que, por su situación de vulnerabilidad, han llamado la atención a tal punto que se han podido canalizar adecuadamente hacia el MIDUVI, para que pueda brindar atención en el ámbito de sus competencias.

25. ¿Qué mecanismos institucionales existen para denunciar, monitorear y avanzar reparaciones en casos de discriminación o segregación en relación con el derecho a una vivienda adecuada? ¿En qué medida han sido eficaces para hacer frente a la discriminación? 

Uso del aplicativo informático “Portal Contacto Ciudadano” implementado en la página web institucional.

26. En su opinión, ¿cuáles son los principales obstáculos para acceder la justicia frente situaciones de discriminación y segregación en relación al derecho a una vivienda adecuada? 

· Desconocimiento de los derechos de los ciudadanos.

· Distancia a los centros poblados donde existe las funciones desconcentradas del Estado

· Falta de conectividad en su territorio para aplicar herramientas tecnológicas comunicacionales.

· Falta de recursos económicos.
27. ¿Puede por favor indicar cómo individuos y grupos que han sido sujetos a discriminación o segregación pueden presentar quejas ante los organismos administrativos, no judiciales o judiciales para solicitar ayuda? Por favor, comparta información sobre cualquier caso/litigación importante a este respecto que haya sido tratado por las cortes, sistemas tribunales u otros organismos de su país.

El Ecuador a través del MIDUVI, realizó una reforma el “Reglamento que Regula el Proceso de Selección y Priorización de Beneficiarios de las Viviendas de Interés Social y otros incentivos, entrega y reversión de Vivienda", en atención a que la Corte Constitucional del Ecuador, máximo órgano de control, interpretación constitucional y de administración de justicia en esta materia, en virtud de la Acción Extraordinaria de Protección interpuesta en contra de la Dirección de Oficina Técnica MIDUVI Cañar, expidió la sentencia Nro. 344-16-CEP-CC, de 26 de octubre de 2016, en el numeral 4 declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 7 del Reglamento para la Operación del Sistema de Incentivos para la Vivienda -SIV, emitiendo sentencia interpretativa encaminada a proteger los derechos de los grupos de atención prioritaria, personas en estado de vulnerabilidad o de extrema pobreza.

La reforma se realizó tomando en cuenta que lo dispuesto en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, los dictámenes interpretativos de la Corte Constitucional tienen carácter vinculante general desde el momento de su publicación en el Registro Oficial; y, las sentencias y los autos de la Corte Constitucional tendrán el carácter de definitivos e inapelables.

DATOS SOBRE DISCRIMINACIÓN EN LA VIVIENDA Y SEGREGACIÓN SOCIO-ESPACIAL/RESIDENCIAL 

28. ¿Se recopilan datos sobre disparidades, discriminación y segregación socio-espacial en relación al derecho a la vivienda adecuada? ¿Estos datos están a disposición del público? En caso afirmativo, ¿dónde se puede acceder a ellos? ¿Existe algún obstáculo práctico o legal para recopilar y difundir dicha información en su país?

No aplica.
29. ¿Podría por favor compartir estudios o encuestas realizadas por el gobierno local, regional o nacional o por otras instituciones en su país que examine las disparidades, la discriminación y segregación socio-espacial en relación al derecho a la vivienda y como puede ser abordado? (por favor presentar el documento o incluir título y enlace) 

No aplica.
30. ¿Puede por favor proporcionar información y estadísticas relacionadas con las denuncias con discriminación en relación al derecho a una vivienda adecuada? ¿cómo se han investigado y resuelto estos casos, y, que información se puede proporcionar sobre casos en que se ha logrado requerir que actores privados o públicos pongan fin a dicha discriminación (por ejemplo, casos donde se ha logrado imponer sanciones o multas por incumplimiento)?

No aplica.
